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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2008-00526-01
Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
MARIA ISABEL REALPE CASTILLO

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen

: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
No puede un pensionado invocar en virtud del Principio de la Condición más Beneficiosa, que su pensión se regule por dos regímenes diferentes en forma concurrente (uno después de otro), porque daría lugar a la violación del Principio de Inescindibilidad o Conglomamiento. El reconocimiento, pago y reliquidación de una pensión se rige durante toda su vigencia bajo un solo régimen, esto es, el que se escogió y/o cumplió al momento de estructurarse el derecho.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0034

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los catorce (14) días del mes de mayo del año dos mil nueve (2009), siendo las diez de la mañana (10:00 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora MARIA ISABEL REALPE CASTILLO en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 04 de marzo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se ordene al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES revocar o modificar las Resoluciones N° 1303 de mayo de 2003, 2788 de septiembre 25 de 2003 y 001115 de noviembre de 2004, en las que se reconoce la pensión de vejez a favor de la señora MARIA ISABEL REALPE CASTILLO con base en la Ley 6 de 1945 y 33 de 1985, y en su lugar se reconozca mediante el procedimiento de “cuota parte pensional”, con base en lo dispuesto por el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 013 de 2001, por ser ésta la CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA. 

Que la pensión sea liquidada teniendo en cuenta el promedio de lo devengado durante toda la vida laboral de la demandante, actualizado de acuerdo al IPC, con un porcentaje del 85% por las 1795 semanas cotizadas, con el pago de mesadas ordinarias, adicionales y  reajustes legales a partir de la fecha en que cumplió los 55 años. 

Adicionalmente solicita el pago indexado de las sumas por pagar, por concepto de lucro cesante, daño emergente e indemnización moratoria, y de manera subsidiaria solicita el pago de los intereses moratorios a la tasa más alta vigente. 

 Finalmente solicita que se condene en costas procesales y agencias en derecho a la parte demandada

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 1303 del 23 de mayo de 2003, le fue reconocida por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, pensión de vejez conforme a lo dispuesto en la Ley 33 de 1985, por ser servidora pública y reunir los requisitos allí exigidos, que interpuso recurso de reposición contra el acto administrativo, para que su pensión fuera reliquidada con base en la Ley 100 de 1993 por resultar más favorable a sus intereses, dicho recurso fue resuelto mediante Resolución N° 2788 del 25 de septiembre de 2003, confirmando la primera decisión, posteriormente según Resolución N° 001115 del 23 de noviembre de 2004 la entidad resuelve recurso de apelación interpuesto por la demandante, argumentando que la pensión se otorgó con fundamento en la Ley 6ª de 1945, que permitió que se pensionara a partir de haber cumplido cincuenta años de edad.
De manera insistente la accionante acude a la entidad demandada mediante escrito del 13 de septiembre de 2005, solicitando la reliquidación de la pensión de vejez, aduciendo que el monto de la pensión que recibe no corresponde con lo devengado en el último año, que le es aplicable el régimen general de prima media con prestación definida, por acreditar los presupuestos de artículo 33 la Ley 100 de 1993, y que la pensión debe ser liquidada con base en el promedio de lo devengado en toda la vida laboral y actualizado de acuerdo al IPC, obteniendo nuevamente respuesta negativa a través de la comunicación N° 312527 del 10 de octubre de 2005


 Lo que considera una vulneración al derecho fundamental a la igualdad, toda vez que la entidad en reiteradas ocasiones se ha pronunciado favorablemente ante situaciones similares.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite la mayoría de los hechos expuestos en la demanda y aduce que no es cierto que la accionante haya hecho nueva solicitud el 13 de septiembre de 2005, por lo que es ella quien debe probarlo. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA AL DERECHO A LA RELIQUIDACIÓN”, “EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCION”, “GENERICAS”, “AUSENCIA DE PRUEBA DEL ESTADO CIVIL QUE PERMITA ATRIBUIR UN RÉGIMEN JURÍDICO ESPECIAL, EN CONSECUENCIA AUSENCIA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA” y “NO HAY PRUEBA DE LAS CALIDADES ALEGADAS POR EL DEMANDANTE”

IV. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda presentada por la señora MARIA ISABEL REALPE CASTILLO en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, y condenar en costas procesales en un 100% a la demandante a favor de la entidad. 

Para arribar a la anterior determinación, expresó que la situación se centra en “la determinación del régimen pensional aplicable a la prestación otorgada a la demandante”, lo que conlleva a examinar los presupuestos de los artículos 33 y  36 de  la Ley 100 de 1993, y la ley 33 de 1985, de cara a los requisitos que las mismas exigen, para determinar la norma aplicable al caso.

Agregó que como la demandante se afilió al Instituto de Seguros Sociales con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, lo correcto fue que la entidad a la que se encontraba vinculada laboralmente emitiera el bono pensional correspondiente para que la entidad demandada asumiera la pensión, de acuerdo a lo reglado por la Ley 6 de 1945.

Todo lo anterior bastó a la juez de primera instancia para establecer que la solicitud de que la pensión fuera reliquidada con fundamento en la preceptiva del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y no en aplicación de la Ley 33 de 1985, resulte desfavorable a la entidad de seguridad social, porque “sería incurrir en una violación al principio de conglobamiento o inescindibilidad de la norma y se incurriría en una afectación del equilibrio financiero de la entidad que ha reconocido la pensión”

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante, presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que la sentencia debió versar sobre las pretensiones de la demanda, pues lo que se está atacando son las Resoluciones proferidas por EL INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, en las que otorga la pensión de vejez a la demandante bajo la aplicación de la Ley 6 de 1945 y la Ley 33 de 1985; pues lo que la demandante pretende es “que por haber llegado a la edad de 55 años, en diciembre 24 de 2003, a partir de dicha fecha – y no antes – se revoque o modifique la PENSIÓN DE VEJEZ reconocida, en el sentido de que su reconocimiento se efectúe por el procedimiento de Cuota Parte Pensional, en aplicación al Régimen General de Prima Media con Prestación Definida”, por ser la “CONDICIÓN MAS BENEFICIOSA O FAVORABLE” 

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Puede una persona que se pensiona por vejez bajo el régimen de transición (Ley 33 de 1985 en concordancia con el Decreto 813 de 1994), solicitar que se reliquide su pensión bajo la Ley 100 de 1993, una vez cumplidos los requisitos de aquella, invocando para ello el Principio de la Condición más Beneficiosa?
b. ¿En otras palabras, puede recaer en un mismo pensionado la concurrencia de dos regímenes de pensiones: primero el régimen de transición cuando cumplió los requisitos de aquel (edad y tiempo de servicio), y luego el de la Ley 100 de 1993 cuando cumplió la edad exigida por aquella con fundamento en el Principio de la Condición más Beneficiosa? 


No se discute en este proceso el derecho pensional por vejez que fue reconocido por medio de la Resolución 1303 de 23 de mayo de 2003, a partir del 1º de junio de 2003 (fl.7). 


Lo que se depreca con la demanda y se insiste a través del recurso de apelación es que a partir del día siguiente a la fecha en que la señora Realpe Castillo cumplió los 55 años de edad – 23 de diciembre de 2003-, esto es desde el 24 de diciembre de 2003 se revoque o modifique la resolución que reconoció la pensión de vejez bajo el régimen de transición en el sentido que a partir de esa fecha la pensión le sea reconocida conforme las preceptivas del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y del Decreto 013 de 2001, y no en aplicación de las Leyes 6 de 1945 y 33 de 1985, como se venía haciendo,  en virtud del Principio de la Condición más Beneficiosa.

De lo anterior se infiere que no se está atacando el reconocimiento de la pensión de vejez que se hizo bajo el régimen de transición (Ley 33 de 1985), sino que aquel se mantenga vigente sólo hasta el 23 de diciembre de 2003, porque a partir del día siguiente (24 de diciembre de 2003), la demandante alcanzaba 55 años de edad y en consecuencia cumplía con los requisitos de la Ley 100 de 1993 para pensionarse bajo ese régimen.  


Para resolver el litigio, recordemos que en las consideraciones del acto administrativo que reconoció el derecho (Res. 1303 de 2003), se afirmó que la pensión de la solicitante María Isabel Realpe Castillo, se reconocía con base en la Ley 33 de 1985, en concordancia con el Decreto 813 de 1994. 

Los requisitos para acceder a la pensión de vejez en dicha normatividad los enlista el artículo 1° que en lo pertinente se transcribe:   

“ARTICULO 1o. El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco años (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicio. 

(…)

PARAGRAFO 2o. Para los empleados oficiales que a la fecha de la presente Ley hayan cumplido quince (15) años continuos o discontinuos de servicio, continuarán aplicándose las disposiciones sobre edad de jubilación que regían con anterioridad a la presente ley”. 

Como se observa el reconocimiento de la pensión de vejez con esta disposición, exige 20 años de servicio continuos o discontinuos y 55 años de edad y establece un régimen de transición para quienes lleven a la fecha de expedición de dicha ley 15 años de servicio, permitiéndoles acceder a la gracia pensional cuando alcancen los 50 años de edad.

El requisito relacionado con el tiempo de servicios, se encuentra plenamente acreditado con la copia de la Resolución 1303 de 2003 (fl. 7 y s.s.), donde consta que la demandante realizó cotizaciones desde el 01 de agosto de 1966, teniendo un receso de aproximadamente tres meses – del 20.04.70 al 27.07.70-, y a la fecha de expedición de la Ley 33 de 1985, se encontraba cotizando, de donde se puede colegir que alcanzaba para ese momento, un tiempo superior a 20 años laborado como servidora pública, haciéndose beneficiaria del régimen de transición establecido en el parágrafo 2 del artículo 1° ibídem, en aplicación del cual puede acudirse a la Ley 6 de 1945.

Por su parte, la Ley 6 de 1945, regula el reconocimiento a la pensión de vejez así:
“ARTICULO 17. Los empleados y obreros nacionales de carácter permanente gozarán de las siguientes prestaciones: 
(…)
b) Pensión vitalicia de jubilación, cuando el empleado u obrero haya llegado o llegue a cincuenta (50) años de edad, después de veinte (20) años de servicio continuo o discontinuo, equivalente a las dos terceras partes del promedio de sueldos o jornales devengados, sin bajar de treinta pesos ($ 30) ni exceder de doscientos pesos ($ 200) en cada mes. La pensión de jubilación excluye el auxilio de cesantía, menos en cuanto a los anticipos, liquidaciones parciales o préstamos que se le hayan hecho lícitamente al trabajador, cuya cuantía se irá deduciendo de la pensión de jubilación en cuotas que no excedan del 20% de cada pensión”. (Subrayas fuera del original). 

Es decir, que ésta última normatividad exigía los 20 años laborados como servidor público y 50 años de edad solamente, para conceder la gracia pensional.

De acuerdo con lo anterior, la edad que tuvo en cuenta el fondo de pensiones del Instituto de Seguros Sociales para reconocer la pensión a la señora Realpe Castillo, fue la de los 50 años, lo que se reafirma con el contenido de la misma resolución que reconoció el derecho donde consta que la solicitante nació el 24 de diciembre de 1948, por lo que al 11 de marzo de 1999 – fecha en que elevó la solicitud pensional- contaba con 50 años cumplidos.

Por otra parte, a pesar de que en dicha resolución se habla de que la señora Realpe Castillo contaba con 55 años de edad, ello no es cierto porque el acto administrativo se expidió el 23 de  mayo de 2003 y aquella cumplió 55 años el 23 de diciembre de 2003, es decir, que se otorgó la pensión cuando Realpe Castillo contaba con 54 años de edad.


El análisis precedente, permite entender las razones por la cuales el Instituto de Seguros Sociales reconoció a la señora Realpe Castillo, su pensión de vejez en aplicación de estas disposiciones, porque no podía pretender la demandante que se diera aplicación al artículo 33 de la Ley 100 de 1993, para el reconocimiento de su pensión, ya que para la fecha en que realizó la respectiva reclamación administrativa – 11 de marzo de 1999-, contaba tan sólo con 50 años de edad, mientras que allí se exige que las mujeres que pretendan acceder a la pensión de vejez deben acreditar además de las 1000 semanas de cotización 55 años de edad, requisito que a todas luces no podía satisfacer.


Ahora bien, el sólo hecho de solicitar el reconocimiento de la pensión cuando había alcanzado la edad de 50 años, indica que tácitamente la demandante reclamaba que se le aplicara el régimen de transición como en efecto se hizo, cuando se le reconoció teniendo aquella 54 años de edad, tal como se explicó.

Por otra parte, la demandante no puede invocar la aplicación del Principio de la Condición más Beneficiosa, para pedir que parte de su pensión se regule bajo un régimen y otra parte bajo la Ley 100 de 1993, porque ello implicaría extractar lo más favorable de cada uno de las normas aquí analizadas, lo cual daría lugar a la violación del Principio de Inescindibilidad –Conglobamento- según el cual, cuando de aplicar normas favorables al trabajador se trate, se debe aplicar la escogida en su integridad, porque el artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo repugna utilizar y mezclar las varias normas favorables para aplicarlas todas formando una lex tertia que no tolera el derecho laboral.     

Lo anterior significa que no son de recibo los argumentos de la actora en el sentido de que sea a partir del 23 de diciembre de 2003 – fecha en que cumplió los 55 años de edad-, en que debe revocarse o modificarse la Resolución 1303 de 2003, porque ello implicaría que cada vez que reúna nuevos requisitos establecidos en disposiciones que le sean favorables, solicite la modificación del acto administrativo que le había reconocido el derecho.

Basta lo expresado para aseverar que el reconocimiento, pago y reliquidación de una pensión se rigen durante toda su vigencia bajo un solo régimen, esto es el que se escogió y/o cumplió al momento de estructurarse, y, como en el presente caso, la pensión de vejez de la demandante se reconoció bajo el régimen de transición, aquel regirá dicha prestación mientras perduren las causas que lo originaron. Consecuente con ello, se encuentra relevada esta Corporación de adentrarse en el análisis de las demás pretensiones incoadas en la demanda, deviniendo la inexorable confirmación de la sentencia de primer grado.
En consideración a lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira,  
R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR por las razones expuestas en la parte considerativa de esta providencia, la sentencia proferida el 04 de marzo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por MARÍA ISABEL REALPE CASTILLO contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

